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SALA DE CASACIÓN SOCIAL

Caracas,  09   días del mes de noviembre de 2000. Años: 190º y 141º.

 


En el juicio que por prestaciones sociales y jubilación especial sigue la ciudadana CONSUELO RAMONES POSSE, representada judicialmente por el abogado Leopoldo Francisco Laya, contra la COMPAÑÍA ANÓNIMA NACIONAL TELÉFONOS DE VENEZUELA, judicialmente representada por los abogados Emilio Pittier Sucre, Luis Alfredo Araque, Manuel Reyna Pares, Alfredo de Jesús S., Pedro Sosa Mendoza, María del Pilar Aneas de Viso, Emilio Pittier Octavio, Maritza Siino Palacios, Ingrid García Pacheco, Giuseppe Mauriello, Alvaro Leal Trejo, Juan Pablo Livinalli, Vicente Amado, Juan Carlos Blanco, Claudia Cifuentes Gruber, María Auxiliadora Olivieri, Blas Rivero, Jorge C. Kiriakidis y Roshermari Vargas Trejo, el Juzgado Superior Cuarto del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas, dictó sentencia en fecha 04 de octubre de 1.999, mediante la cual declaró, “PRIMERO: sin lugar la apelación interpuesta el 26-01-98 por la propia parte demandante, contra la decisión definitiva proferida el 20-10-97 por el Juzgado Tercero de Primera Instancia del Trabajo de esta Circunscripción Judicial, la cual queda así confirmada en todas sus partes. SEGUNDO: Formalmente se determina que en el caso de autos se ha operado la prescripción de la acción propuesta de acuerdo con lo previsto en los artículos 61 y 64, literal “A”, de la Ley Orgánica del Trabajo, y en consecuencia se declara sin lugar la demanda instaurada por la ciudadana Consuelo Ramones Posee, contra la Sociedad Mercantil “Compañía Anónima Nacional Teléfonos de Venezuela (C.A.N.T.V.).”

 


Contra esta decisión del Juzgado Superior en fecha 28 de febrero de 2000, anunció recurso de casación, el abogado Leopoldo Francisco Laya, en su carácter de apoderado judicial de la parte actora, el cual fue declarado inadmisible por el Juzgado Tercero de Primera Instancia de esta misma Circunscripción Judicial, en fecha 1 de marzo de 2000, en virtud de remisión por cuanto se habían cumplido las formalidades de alzada en los siguientes términos:

“...en el caso de autos no se evidencia que la parte Actora haya tenido imposibilidad de ejercer el recurso ante el Tribunal Superior toda vez que la última de las notificaciones de las partes de la Sentencia dictada por el Tribunal Superior Cuarto del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas se materializó en fecha 20 de enero de 2000, cuando compareció por ante ese Tribunal la parte Actora debidamente asistida de Abogado y actuó en el expediente, comenzando a correr los lapsos de Ley para interponer los recursos contra la misma y desde esa fecha hasta el día 17 de febrero de 2000, cuando el Tribunal de alzada ordena remitir el expediente a este Juzgado ha podido la parte Actora anunciar el Recurso de Casación, por lo que constituye forzoso para este Tribunal NEGAR LA ADMISIÓN DEL RECURSO DE CASACIÓN anunciado por el Apoderado Judicial de la parte Actora a tenor de lo establecido en el artículo 314 ejusdem. Y ASÍ SE ESTABLECE.”. 

 

 


Remitido el expediente por la instancia al Juzgado Superior Cuarto del Trabajo, en auto de fecha 24 de marzo de 2000, como consecuencia del recurso de casación anunciado en contra de la sentencia de fecha 04 de octubre de 1999, señala que “...de conformidad con el Decreto Presidencial Nº 1.029, publicado en Gaceta Oficial de la República de Nº 35.884, del 22-01-96, se modificó la cuantía para recurrir a Casación de los fallos dictados en última instancia en los juicios laborales fijándola conforme a cuanto el interés principal exceda de Tres Millones de Bolívares (Bs. 3.000.000,oo), y como el monto de lo demandado en este proceso asciende a la cantidad de cincuenta y ocho mil dieciséis con cuarenta céntimos (58.016,40), luce evidente que no se cumple el requisito esencial para que la decisión recurrida sea objeto de revisión por Casación”

 


Ante tal negativa de admisión del recurso de casación por parte del Juzgado Superior, recurrió de hecho, el apoderado judicial de la parte actora Leopoldo F. Laya, en fecha 24 de marzo de 2000.

 


Recibidas las actuaciones en la Sala de Casación Social, del Tribunal Supremo de Justicia, en fecha 13 de julio de 2000, se dió cuenta en Sala y se designó ponente al Magistrado Dr. Alberto Martini Urdaneta, que con tal carácter suscribe el presente fallo, constituyéndose Sala Accidental, en fecha 10 de agosto de 2000, en virtud de inhibiciones declaradas con lugar de los Magistrados Omar Mora Díaz y Juan Rafael Perdomo, siendo convocados como Vicepresi-denta y Conjuez los doctores María Cristina Parra y Cesar Mata Marcano, respectivamente.

 


Estando en la oportunidad legal para decidir, esta Sala se pronuncia respecto al asunto planteado, en los siguientes términos:

 

Ú N I C O

 


Aprecia esta Sala, que el Sentenciador Superior basó su negativa de admisión del recurso de casación anunciado, en razón de la cuantía que por Decreto Presidencial Nº 1029, publicado en Gaceta Oficial, del mes de enero de 1.996, que modificó el artículo 312 del Código de Procedimiento Civil, y fijó la estimación del interés principal en materia de juicios laborales, en la suma de tres millones de bolívares (Bs.3.000.000,oo) como condición de admisibilidad para acceder a la revisión por parte de este Alto Tribunal.

 


En observación al criterio de la doctrina sentada por la Sala de Casación Civil en decisión de fecha 3 abril de 1997,el cual acoge esta Sala de Casación Social en fecha 20 de enero de 2000, sentencia 001, con respecto al momento en que debe comenzar a regir la nueva cuantía en los procesos iniciados antes de la promulgación del decreto presidencial 1.029, respecto a la cuantía necesaria para al admisibilidad del recurso de casación, ha señalado lo que se transcribe a continuación:

 

 

“...en cuanto a la aplicación en el tiempo de la nueva cuantía y su vigencia en procesos iniciados antes de su promulgación, la Sala ha sido cuidadosa en la interpretación de las normas que regulan la vigencia de la nueva cuantía, preservando el derecho de defensa, el principio de irretroactividad de la ley y el derecho de petición, todos de rango constitucional. Tal como señala el transitorio artículo 9 del vigente Código de Procedimiento Civil, que desarrolla el principio de la irretroactividad en cuanto toca a la ley procesal, en armonía con al artículo 941 ejusdem, cuya aplicación es adecuada a la situación planteada; los recursos ya interpuestos para la fecha de entrada en vigor de la nueva cuantía, se regirán por lo establecido en el Código de Procedimiento Civil. 

 

 

 

El anuncio del recurso de casación no es efecto necesario de la sentencia dictada. Mucho menos podría aceptarse dicho argumento al constatarse que a la fecha de entrada en vigor de la nueva cuantía, el 22 de abril de 1996, constituyó un acto cumplido al amparo de la norma procesal modifi-cada, único supuesto capaz de sustraerlo de la nueva cuantía y someterlo a la anterior regulación por virtud de las normas mencionadas”.

 


Por consiguiente, en atención a lo expuesto, la Sala observa que la parte actora anunció recurso de casación contra la sentencia definitiva de última instancia, en fecha 10 de marzo de 2000, fecha esta posterior a la entrada en vigencia del Decreto 1.029 publicado en Gaceta Oficial Nº 35.884, de fecha 22 de enero de 1996 dentro de un proceso judicial cuya cuantía no excede suma de tres millones de bolívares, cantidad requerida para la admisibilidad del recurso de casación en los juicios laborales.

 


Ahora bien, al tomar en consideración la situación planteada en autos, la Sala constata que en el libelo de la demanda por cuyo conducto se inició el presente proceso y único medio para fijar la cuantía o interés patrimonial de un proceso, el monto de ésta asciende a la cantidad de Cincuenta y Ocho Mil Dieciséis Bolívares con Cuarenta Céntimos (Bs. 58.016,40), cifra ésta que no supera la suma de TRES MILLONES DE BOLÍVARES (Bs. 3.000.000,oo), como  con  acierto  resolvió el  Sentenciador  de Alzada, en decisión  de  fecha  24 de marzo de 2000, en razón de que el interés principal del mismo no excede de la cuantía requerida  para  recurrir en casación, razón por lo cual resulta inadmisible  el  recurso  extraordinario  planteado.

 


Asimismo,  se  observa  que  en  el capítulo  IV, correspondiente  al  petitorio   del   libelo  de  demanda,  aún cuando  existen  otros conceptos  demandados tales como indemnización de antigüedad, otorgamiento de acciones clase “C”, indexación monetaria y corrección salarial, los mismos  no fueron  estimados  por  el accionante en su pretensión, en contravención  al  artículo 38 del Código de Procedimiento Civil, siendo  criterio  reiterado  y  pacífico de  esta  Sala  que  la  cuantía  debe  constar  únicamente del  escrito de  demanda,  el  demandante no cumplió  con la carga procesal que le impone el precitado artículo, por lo que en consecuencia, la Sala considera que no está cumplido el requisito de la cuantía para la admisión del recurso de casación. Por lo tanto, el recurso de hecho origen de la presente decisión, debe ser declarado sin lugar. Y así se decide.


En otro orden de ideas, y con el único propósito de crear un clima de seguridad en los justiciables que se encuentran en la misma situación de fondo planteada en autos, la Sala insta a los Tribunales de Instancia y Superiores, en base al artículo 321 del Código de Procedimiento Civil, acoger en casos aún pendientes por decidir, la doctrina sentada por este Máximo Tribunal en recientes decisiones, en las cuales se determinó que el lapso de prescripción de la acción para demandar el pago de la jubilación especial, es el de 3 años establecido en el artículo 1.980 del Código Civil, para los casos en que una vez disuelto el vínculo de trabajo y optando el demandante por dicho beneficio, manifieste que su voluntad estuvo viciada al momento de la escogencia, se acota lo anterior, con la única finalidad de defender la integridad de la legislación y la uniformidad de la jurisprudencia, con el propósito de asegurar un pronunciamiento oportuno y eficaz por parte de los mencionados Tribunales de Instancia, ya que lo anteriormente expuesto representa el precedente jurisprudencial asumido por la Sala de Casación Social, para supuestos análogos.

 

D E C I S I Ó N

 


En mérito de las anteriores consideraciones, este Tribunal Supremo de Justicia, en Sala de Casación Social, administrando justicia en nombre de la República Bolivariana de Venezuela y por autoridad de la Ley declara SIN LUGAR el Recurso de Hecho propuesto por el abogado Leopoldo Francisco Laya, actuando en su carácter de apoderado judicial de la parte actora, contra el auto de fecha 24 de marzo de 2000, dictado por el Juzgado Superior Cuarto del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas, denegatorio éste del recurso de casación anunciado contra el fallo emanado por el referido Juzgado Superior de fecha 4 de octubre de 1999.

 


De acuerdo a lo dispuesto en el Código de Procedimiento Civil, sobre la imposición de las costas en materia de recurso de casación, este Máximo Tribunal se pronuncia, y considerando que la demanda en este caso ha sido interpuesta, en fecha 1 de noviembre de 1.994, data esta anterior a la entrada en vigencia del Decreto 1.029, que modificó la cuantía establecida en el artículo 312 del Código de Procedimiento Civil como requisito de admisibilidad del recurso de casación, SE EXIME de costas a la parte recurrente de hecho, por ser una cuestión de derecho sobrevenida.

 


Publíquese, regístrese y particípese dicha decisión al Juzgado Superior Cuarto del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas. Remítase el expediente al Juzgado de la causa, es decir, al Juzgado Tercero de Primera Instancia del Trabajo de la misma Circunscripción Judicial, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 316 del Código de Procedimiento Civil.

 

El Presidente de la Sala y Ponente,

 

 

 

__________________________

ALBERTO MARTINI URDANETA

 

 

 

 

La Vicepresidenta,

 

 

 

______________________

MARÍA CRISTINA PARRA








   Conjuez,

 

 

                                                                    ____________________







CÉSAR MATA MARCANO 

La Secretaria,

 

 

 

___________________

BIRMA I. DE ROMERO
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